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(…)”.
Que conforme a la certificación expedida por la Subdirectora de Talento Humano, el señor 

Leonardo Jaimes Corzo identificado con cédula de ciudadanía número 1098626325, cumple 
con los requisitos para desempeñar el empleo denominado Asesor, Código 1020, Grado 10 de la 
planta de personal del Ministerio de Minas y Energía, ubicado en el Despacho del Viceministro 
de Energía.

Que la hoja de vida del señor Leonardo Jaimes Corzo fue publicada en las páginas web del 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República y del Ministerio de Minas y 
Energía.

Que en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Nombrar al señor Leonardo Jaimes Corzo identificado con cédula de ciudadanía 
número 1098626325, en el empleo de libre nombramiento y remoción denominado Asesor, 
Código 1020, Grado 10 de la planta de personal del Ministerio de Minas y Energía, ubicado en 
el Despacho del Viceministro de Energía.

Artículo 2°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición, surte efectos 
fiscales a partir de la fecha de su posesión y se debe publicar en el Diario Oficial en virtud de lo 
establecido en el parágrafo del artículo 65 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C. a 7 de abril de 2025.
El Ministro de Minas y Energía,

Edwin Palma Egea.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 40157 DE 2025

(abril 7)
por la cual se hace un nombramiento ordinario.

El Ministro de Minas y Energía, en ejercicio de sus facultades legales y en especial las 
conferidas en los artículos 2.2.5.1.1 y 2.2.5.3.1 del Decreto número 1083 de 2015, las delegadas 
a través del artículo 1° del Decreto número 658 de 2024, y

CONSIDERANDO:
Que previa revisión de la planta de personal del Ministerio de Minas y Energía se constató 

que el siguiente empleo de libre nombramiento y remoción se encuentra en vacancia definitiva 
y es necesario proveerlo:

NÚMERO DE EMPLEOS DENOMINACIÓN CÓDIGO GRADO

1 Uno Asesor 1020 10

Que el inciso segundo del artículo 2.2.5.1.1 del Decreto número 1083 de 2015 señala: 
“Corresponde a los ministros, directores de departamentos administrativos, presidentes, 
directores o gerentes de las entidades del sector central y descentralizado de la Rama 
Ejecutiva del orden nacional, nombrar al personal de su entidad u organismo, salvo aquellos 
nombramientos cuya provisión esté atribuida a otra autoridad por la Constitución o la ley.”

Que según el inciso primero del artículo 2.2.5.3.1 del Decreto número 1083 de 2015 
establece: “Las vacantes definitivas en empleos de libre nombramiento y remoción serán 
provistas mediante nombramiento ordinario o mediante encargo, previo cumplimiento de los 
requisitos exigidos para el desempeño del cargo.”

Que el artículo 1° del Decreto número 658 de 2024 señala: “Delegase en los ministros y 
directores de departamentos administrativos las funciones de declarar y proveer las vacancias 
definitivas de los empleos que se presenten en sus ministerios y departamentos administrativos 
(…)”.

Que conforme a la certificación expedida por la Subdirectora de Talento Humano, la señora 
Laura Vanesa Sanguino Romero identificada con cédula de ciudadanía número 1091676658, 
cumple con los requisitos para desempeñar el empleo denominado Asesor, Código 1020, Grado 
10 de la planta de personal del Ministerio de Minas y Energía, ubicado en el Despacho del 
Viceministro de Energía.

Que la hoja de vida de la señora Laura Vanesa Sanguino Romero fue publicada en las páginas 
web del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República y del Ministerio de 
Minas y Energía.

Que en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Nombrar a la señora Laura Vanesa Sanguino Romero identificado con cédula de 
ciudadanía número 1091676658, en el empleo de libre nombramiento y remoción denominado 
Asesor, Código 1020, Grado 10 de la planta de personal del Ministerio de Minas y Energía, 
ubicado en el Despacho del Viceministro de Energía.

Artículo 2°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición, surte efectos 
fiscales a partir de la fecha de su posesión y se debe publicar en el Diario Oficial en virtud de lo 
establecido en el parágrafo del artículo 65 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 7 de abril de 2025.
El Ministro de Minas y Energía,

Edwin Palma Egea.
(C. F.).

Ministerio de Igualdad y Equidad

Decretos

DECRETO NÚMERO 0433 DE 2025

(abril 8)
por el cual se faculta al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) para la 
vinculación de personal supernumerario para prestar sus servicios en las Defensorías 
de Familia que se conformen en la región del Catatumbo, los municipios del área 
metropolitana de Cúcuta del departamento de Norte de Santander y los municipios de 
Río de Oro y González del departamento del Cesar en el marco del Decreto número 062 

de 2025.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 

y legales, en especial las conferidas en el artículo 213 de la Constitución Política, en 
concordancia con la Ley 137 de 1994, y en desarrollo de lo previsto en el Decreto número 
0062 del 24 de enero de 2025, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 213 de la Constitución Política confiere al Presidente de la República 

la facultad para decretar el Estado de Conmoción Interior en todo o en parte del territorio 
nacional en caso de grave perturbación del orden público, que atente de manera inminente 
contra la estabilidad institucional, la seguridad del Estado y la convivencia ciudadana, 
pudiendo adoptar las medidas necesarias para conjurar las causas de la perturbación e 
impedir la extensión de sus efectos.

Que, en desarrollo del artículo 213 de la Constitución Política, y de conformidad con 
lo previsto en la Ley 137 de 1994, Estatutaria de los Estados de Excepción (LEEE), el 
Gobierno nacional puede dictar decretos legislativos que contengan las medidas destinadas 
a conjurar la crisis y a impedir la extensión de sus efectos, siempre que: (i) se refieran a 
materias que tengan relación directa y específica con el Estado de Conmoción Interior; (ii) 
su finalidad esté encaminada conjurar las causas de la perturbación y a impedir la extensión 
de sus efectos; (iii) seari necesarias para alcanzar los fines que motivaron la declaratoria del 
Estado de Conmoción Interior; (iv) guarden proporción o correspondencia con la gravedad 
de los hechos que se pretenden superar; (v) no entrañen discriminación alguna fundada en 
razones de raza, lengua, religión, origen nacional o familiar, opinión política o filosófica, y 
(vi) cuando se trate de medidas que suspendan leyes, se deben expresar las razones por las 
cuales éstas son incompatibles con el Estado de Conmoción Interior.

Que, de igual manera, en el marco de lo previsto en la Constitución Política, la LEEE 
y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia, las medidas 
adoptadas en los decretos de desarrollo no pueden: (i) suspender o vulnerar los derechos y 
garantías fundamentales; (ii) interrumpir el normal funcionamiento de las ramas del poder 
público ni de los órganos del Estado; (iii) suprimir ni modificar los organismos y funciones 
básicas de acusación y juzgamiento; y (iv) tampoco restringir aquellos derechos que no 
pueden ser restringidos ni siquiera durante los estados de excepción.

Que mediante el Decreto número 062 del 24 de enero de 2025, el presidente de la 
República, con la firma de todos los ministros, declaró el Estado de Conmoción Interior, 
por el término de 90 días, “en la región del Catatumbo, ubicada en el nororiente del 
departamento de Norte de Santander, la cual está conformada por los municipios de Ocaña, 
Ábrego, El Carmen, Convención, Teorama, San Calixto, Hacarí, La Playa, El Tarra, Tibú 
y Sardinata, y los territorios indígenas de los resguardos Motilón Barí y Catalaura La 
Gabarra, así como en el área metropolitana de Cúcuta, que incluye al municipio de Cúcuta, 
capital departamental y núcleo del área, y a los municipios de Villa del Rosario, Los Patios, 
El Zulia, San Cayetano y Puerto Santander y los municipios de Río de Oro y González del 
departamento del Cesar”.

Que el Estado de Conmoción Interior fue decretado por el Gobierno nacional con 
el fin de conjurar la grave perturbación del orden público que de manera excepcional y 
extraordinaria se está viviendo en la región del Catatumbo -y cuyos efectos y consecuencias 
se proyectan sobre las demás zonas del territorio delimitadas en la declaratoria de 
Conmoción Interior derivada de fuertes enfrentamientos entre grupos armados, amenazas, 
desplazamientos forzados masivos, afectaciones al ejercicio de los derechos fundamentales 
de la población civil, alteración de la seguridad y daños a bienes protegidos y al ambiente.

Que en atención a la gravedad de la situación que se vive en la región del Catatumbo, 
excepcional y extraordinaria, caracterizada por el aumento inusitado de la violencia, 
una crisis humanitaria desbordada, el impacto en la población civil, las amenazas a la 
infraestructura crítica y el desbordamiento de las capacidades institucionales, el Gobierno 
nacional se ha visto obligado a la adopción de medidas extraordinarias que permitan 
conjurar la perturbación, restablecer la estabilidad institucional, la seguridad del Estado y 
la convivencia ciudadana, así como, garantizar el respeto de los derechos fundamentales, 
en dicha región, y en el área metropolitana de Cúcuta y los municipios de Río de Oro y 
González del departamento del Cesar.

Que conforme se describe en los considerandos del Decreto número 062 del 24 de enero 
de 2025, la grave perturbación del orden público en la región del Catatumbo, que ocasionó 
la declaratoria del estado de conmoción interior, se ha intensificado como consecuencia 
del despliegue militar, las hostilidades y las operaciones armadas del ELN en contra de 
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la población civil y las instituciones, lo que ha generado una grave e imprevisible crisis 
humanitaria que compromete, entre otras, a poblaciones especialmente vulnerables como 
el pueblo indígena Barí,- líderes sociales, niños, niñas y adolescentes, campesinos y 
campesinas.

Que de conformidad con el Decreto número 062 de 2025, la región del Catatumbo, los 
municipios del área metropolitana de Cúcuta y los municipios de Río de Oro y González 
del departamento del Cesar, enfrentan grandes desafíos para atender a las miles de 
personas desplazadas forzadamente, entre ellas, mujeres embarazadas, población infantil, 
adolescentes, adultos mayores, personas en situación de discapacidad, campesinos y 
campesinas, indígenas, entre otros sujetos de especial protección constitucional que llegan 
diariamente en búsqueda de la satisfacción de sus necesidades básicas.

Que, adicionalmente el Decreto número 062 de 2025 indicó que, debido a las difíciles 
condiciones administrativas, técnicas y presupuestales que presentan las entidades, es 
necesario que el Gobierno nacional provea la infraestructura y la capacidad administrativa 
y de gestión necesarias para afrontar la emergencia y atender a la población afectada.

Que la Convención sobre los Derechos del Niño adoptada en la Asamblea General 
de las Naciones Unidas de 1989, ratificada por Colombia mediante la Ley 12 del 22 de 
enero de 1991, define a la familia como el “(...) grupo fundamental de la sociedad y medio 
natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, y en particular de los 
niños, debe recibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamente 
sus responsabilidades dentro de la comunidad”.

Que el artículo 93 de la Constitución Política señala: “Los tratados y convenios 
internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que 
prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno Los 
derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los 
tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”.

Que la Constitución Política de Colombia en los artículos 44 y 45 establece la 
protección integral a la niñez; determinando que los niños, niñas y adolescentes son sujetos 
de derecho y titulares de derechos fundamentales.

Que el artículo 44 de la Constitución Política establece que son derechos fundamentales 
de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación 
equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el 
cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión 
serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, 
abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también 
de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados 
internacionales ratificados por Colombia.

Que el mismo artículo superior establece que la familia, la sociedad y el Estado tienen 
la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral 
y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad 
competente su cumplimiento y la sanción de los infractores. Los derechos de los niños 
prevalecen sobre los derechos de los demás.

Que el artículo 45 de la Constitución Política establece que los adolescentes tienen 
derecho a la protección y a la formación integral. El Estado y la sociedad garantizan la 
participación activa de los jóvenes en los organismos públicos y privados que tengan a 
cargo la protección, educación y progreso de la juventud.

Que la Corte Constitucional ha reconocido mediante sentencias T-408 de 1995, T-514 
de 1998, C-273 de 2003, T-731 de 2017, T-005 del 2018, T-468 de 2018 (entre otras) 
que los niños, niñas y adolescente son sujetos de especial protección constitucional y que 
de conformidad con la Constitución Política sus derechos e intereses tienen un carácter 
superior y prevalente.

Que el artículo 12 de la Ley 7 de 1979 establece que el Bienestar Familiar es un servicio 
público a cargo del Estado y se prestará a través del “Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar” que se establece en esta norma y por los organismos oficiales y particulares 
legalmente autorizados.

Que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), es un establecimiento 
público descentralizado, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio 
propio, creado mediante la Ley 75 de 1968 y su Decreto Reglamentario 2388 de 1979, 
adscrito al sector administrativo de igualdad y equidad, mediante Decreto número 1074 de 
29 de junio de 2023, que tiene por objeto propender y fortalecer la integración y desarrollo 
armónico de la familia, proteger a los niños, niñas y adolescentes y garantizarles sus 
derechos.

Que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar trabaja por la prevención y 
protección integral de la primera infancia, infancia y adolescencia, el fortalecimiento 
de los jóvenes y las familias en Colombia, brindando atención especialmente a aquellos 
en condiciones de amenaza, inobservancia o vulneración de sus derechos por lo cual se 
ha organizado para la prestación del Servicio Público de Bienestar Familiar en el nivel 
departamental y en el Distrito Capital a través de 33 Direcciones Regionales y en el nivel 
municipal, distrital y local por medio de 217 Centros Zonales.

Que, actualmente en la región del Catatumbo operan seis (6) Centros Zonales en cuatro 
municipios: tres (3) en Cúcuta, uno (1) en Ocaña, uno (1) en Tibú y uno (1) en Aguachica; 
cuya área de influencia comprende los municipios de Río de Oro y González.

Que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 79 de la Ley 1098 del 8 de 
noviembre de 2006 (Código de la infancia y la Adolescencia), las Defensorías de 
Familia son dependencias del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar de naturaleza 
multidisciplinaria, encargadas de prevenir, garantizar y restablecer los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes y que contarán con equipos técnicos interdisciplinarios 
integrados, por lo menos, por un (1) psicólogo, un (1) trabajador social o profesional en 
desarrollo familiar y un (1) nutricionista, además de un (1) defensor de familia.

Que la Corte Constitucional en Sentencia C-505 del 16 de julio de 2014, declaró 
exequible el artículo 79 de la Ley 1098 de 2006 en el entendido que la expresión “trabajador 
social” también comprende a los profesionales en desarrollo familiar.

Que, de acuerdo con lo señalado en el artículo 87 del Código de la Infancia y la 
Adolescencia, las Defensorías de Familia del ICBF deben asegurar la atención permanente 
y continua para proteger de manera integral, prevenir las vulneraciones y asegurar 
el restablecimiento de los derechos de la niñez y la adolescencia que se encuentren en 
cualquier situación de inobservancia, amenaza o vulneración de sus derechos.

Que de conformidad con lo establecido en el artículo 82 del Código de la Infancia 
y la Adolescencia, los Defensores de Familia deben adelantar de oficio, las actuaciones 
necesarias para prevenir, proteger, garantizar y restablecer los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes cuando se tenga información sobre su vulneración o amenaza. En 
concordancia con lo anterior y en los términos del parágrafo 2º del artículo 53 del Código 
de la Infancia y la Adolescencia, las Defensorías de Familia deberán tomar medidas de 
restablecimiento de derechos en favor de las niñas, niños y adolescentes víctimas de 
situaciones de emergencia.

Que en la Ley 1523 de 2012, por la cual se adopta la política nacional de gestión del 
riesgo de desastres y se establece el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres 
y se dictan otras disposiciones, se define el concepto de “emergencia” como toda situación 
caracterizada por la altertión-;o interrupción intensa y grave de las condiciones normales 
de funcionamiento u operación de una comunidad, causada por un evento adverso o por 
la inminencia del mismo, que obliga a una reacción inmediata y que requiere la respuesta 
de las instituciones del Estado, los medios de comunicación y de la comunidad en general.

Que, conforme a lo señalado en el artículo 52 del Código de la Infancia y la 
Adolescencia, cuando por cualquier medio se tenga conocimiento de presuntas situaciones 
de amenaza o vulneración de los derechos de un menor de edad la autoridad administrativa 
ordenará al equipo interdisciplinario la verificación del estado de la garantía de los derechos 
del niño, niña y/o adolescente; ade1antando, de acuerdo a los hallazgos, los diferentes 
procedimientos de manera oportuna y coordinada para proteger su vida, integridad y 
bienestar, conforme a los principios de interés superior, prevalencia, corresponsabilidad 
y exigibilidad frente a la atención de la niñez en armonía con la normativa nacional e 
internacional aplicable en esta materia.

Que la aplicación de lo dispuesto en el artículo 53 del Código de la Infancia y la 
Adolescencia de acuerdo con la definición de “emergencia” contemplada en la Ley 1523 
de 2012, implica que, la atención de niños, niñas y adolescentes que se encuentran en estas 
situaciones, se debe realizar de forma oportuna y con una visión diferencial, comprendiendo 
las particularidades y las afectaciones propias que se generan en contextos de conflicto 
armado y movilidad humana por desplazamiento forzado, aplicando los principios 
de interés superior y prevalencia de los derechos de los niños, niñas y adolescentes en 
todas las actuaciones y decisiones que se tomen para la protección integral y asegurar el 
restablecimiento de sus derechos.

Que, mediante el Auto número 251 de 2008, la Corte Constitucional identificó los 
riesgos especiales y problemas transversales a los que se ven expuestos los niños, niñas y 
adolescentes que se encuentran en situación de desplazamiento tales como, el ser víctimas 
de crímenes individuales y deliberadamente cometidos contra su vida e integridad personal; 
ser víctimas de reclutamiento forzado por los grupos armados ilegales; ser víctimas 
frecuentes de minas antipersonal y material bélico sin explotar; ser incorporados a los 
comercios ilícitos que soportan a los grupos armados ilegales; ser víctimas de violencia 
sexual, y de soportar las acciones delictivas de control social de los grupos armados 
ilegales, entre otros.

Que el artículo 83 del Decreto Ley 1042 de 1978 establece la figura del supernumerario, 
restringiéndola únicamente para suplir las vacancias temporales de los empleados públicos 
en caso de licencias o vocaciones. Si bien el inciso segundo de esta norma permitía la 
vinculación de personal supernumerario para desarrollar actividades de carácter netamente 
transitorio, de acuerdo con el pronunciarniento de la Corte Constitucional en la sentencia 
C- 422 de 2012, este inciso fue derogado tácitamente por el artículo 21 de la Ley 909 de 
2004, que trata sobre la creación de empleos temporales o transitorios.

Que la Corte Constitucional en sentencias C-725 de 2000 y C-1153 de 2005 se pronunció 
sobre la constitucionalidad de la vinculación de personal supernumerario, admitiendo que 
se pueda aplicar esta figura de administración de personal para el desarrollo de funciones 
propias de la misionalidad de entidades públicas, que por su especialidad requieren acudir 
a esta modalidad de vinculación para efectos de atender las necesidades del servicio.

Que la vinculación de personal supernumerario constituye un modo excepcional 
de vinculación con la administración pública que está previsto para suplir vacancias 
temporales, pero que también se ha contemplado para el desempeño de funciones propias 
de la misionalidad de entidades públicas.
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Que la vinculación de supernumerarios no implica la modificación de la planta de 
personal ni la creación de empleos dado que no se vinculan para desempeñar un cargo y no 
son concebidos como empleados públicos, sino como auxiliares de la administración, que se 
vinculan por el término que se señale en la respectiva resolución.

Que esta forma de vinculación permite hacer prácticos los principios de eficacia, 
eficiencia y celeridad administrativa, constituyéndose en la medida más ágil, eficaz y 
expedita para solventar la necesidad de la prestación del servicio en las Defensorías de 
Familia que se requieren para hacer frente a la situación de emergencia que se vive en los 
territorios objeto del Decreto número 0062 de 2025 y que amerita de una atención inmediata 
y oportuna en pro de la garantía de los derechos los niños, niñas y adolescentes.

Que los servidores públicos que cumplen su jornada laboral ordinaria mediante el 
sistema de turnos gozan de los beneficios que la Ley les otorga y para la implementación de 
esta jornada laboral, deberá cumplirse con los límites previstos en el Decreto número 1083 
de 2015 adicionado por el Decreto número 400 de 2021. En consecuencia, los servidores 
públicos pueden desarrollar sus funciones en jornadas diurnas o nocturnas, con un máximo 
de cuarenta y cuatro (44) horas a la semana y en turnos no mayores a doce (12) horas, con 
doce (12) horas de descanso entre cada uno.

Que, de acuerdo con las cifras oficiales (Boletín 46 PMU Catatumbo del 10 de marzo 
de 2025) se ha generado el desplazamiento masivo forzado de 56.741 personas, Cúcuta con 
29.427, Ocaña con 12.097 y Tibú con 8.900; siendo los cascos urbanos de mayor recepción 
de personas desplazadas.

Que de conformidad con el reporte del Sistema de Información Misional (SIM) del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar a corte 28 de febrero de 2025, los Defensores 
de Familia y sus equipos técnicos interdisciplinarios ubicados en la región de Catatumbo, 
adelantan las diferentes diligencias para el restablecimiento y garantía de los derechos de 
1255 niños, niñas, adolescentes y jóvenes con Proceso Administrativo de Restablecimiento 
de Derechos que se encuentran aperturados, así como el trámite de 3862 asuntos 
extraprocesales activos entre otros asuntos propios del ejercicio del cargo y las funciones 
señalas en la ley.

Que en lo que atañe a los municipios de Río de Oro y González ha de referenciarse que 
los mismos hacen parte de la zona de influencia de Centro Zonal Aguachica, en donde para el 
mes de enero de la presente anualidad se han presentado 101 solicitudes de restablecimiento 
de derechos por presunta amenaza o vulneración de derechos de niños, niñas y adolescentes; 
49 ‘·aperturas de Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos teniendo como 
principales motivos de ingreso entre otros violencia sexual y omisión o negligencia. Así 
mismo, al 28 de febrero de 2025 los defensores de familia y el equipo técnico interdisciplinario 
se encuentran adelantando 459 Procesos Administrativos de Restablecimiento de Derechos, 
176 trámites de atención extraprocesal, entre otros asuntos de su competencia.

Que de acuerdo con el reporte SIM en los Centros Zonales de Cúcuta, Ocaña y Tibú 
para el periodo comprendido entre el 1° de enero al 11 de marzo de la presente anualidad 
se han presentado 1579 solicitudes de restablecimiento de derechos por presunta amenaza 
o vulneración de derechos de niños, niñas y adolescentes; 206 aperturas de Proceso 
Administrativo de Restablecimiento de Derechos con motivo de ingreso entre otros 
violencia sexual, física, psicológica; omisión o negligencia y falta absoluta o temporal de 
responsables.

Que el reporte obtenido del Sistema de Información del Programa de Atención 
Especializado para el Restablecimiento de Derechos a Niños, Niñas y Adolescentes 
Victimas de Reclutamiento Ilícito que se desvinculan de los Grupos Armados Organizados 
del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar permite evidenciar que, desde el 1° de enero 
al 28 de febrero del año 2025 han ingresado al programa 117 menores de edad, siendo 63 
hombres y 54 mujeres; de los cuales 34 indígenas, 5 afrocolombianos y 78 no presentan 
pertenencia étnica. Comparado con el año inmediatamente anterior presenta un incremento 
en 74 ingresos de niños, niñas y adolescentes, registrando un aumento en el mismo período 
del 58%.

Que, igualmente de acuerdo al reporte del sistema de información inmediatamente 
referido con antelación; se tiene como municipios de alto índice de desvinculación en el 
departamento de Norte de Santander a Tibú, Cúcuta, Ocaña y el Tarra, en donde para el año 
2025 se han desvinculado 39 menores de edad, lo que en comparación con la totalidad de 
la vigencia 2024 en solo el primer bimestre fue superado con un aumento de 29 casos para 
un total de 68; situación que implica un despliegue de acciones inmediatas y efectivas por 
parte de las Defensorías de Familia que permitan no solo alejar del riesgo a los menores 
de edad sino la activación de rutas de salud, justicia, acompañamiento psicosocial, apoyo 
psicológico especializado entre otros.

Que, según el reporte del Sistema de Información de Unidades Móviles (SIUM) en el 
periodo comprendido entre el 20 de enero al 4 de marzo de 2025 se ha brindado atención 
por los grupos interdisciplinarios que conforman las Unidades Móviles a 8362 niños, niñas 
y adolescentes acompañadas; 4781 grupos de familiares a los que pertenecen niños, niñas y 
adolescentes; 174 mujeres gestantes y 348 madres lactantes, entre otros.

Que, por lo anterior se requiere de la adopción de medidas urgentes y extraordinarias, a 
fin de reestablecer los vínculos familiares, reparar el tejido social, reestablecer integralmente 
los derechos de los niños, niñas y adolescentes y garantizar condiciones de retorno seguro 
y acompañamiento social y emocional para minimizar los efectos de las situaciones 
traumáticas derivadas del escalamiento de la actividad bélica en la región.

Que se hace necesario ampliar y fortalecer de manera inmediata las Defensorías de 
los cuatro municipios para la prestación del servicio en la zona de influencia, mediante la 
conformación de veinte (20) Defensorías de Familia adicionales a las ya existentes a través 
de la vinculación de personal supernumerario.

Que para garantizar una atención continua y permanente se requiere de la implementación 
de la jornada laboral por turnos a fin de garantizar la rotación del personal, las horas laborales 
establecidas por ley para los servidores públicos, los tiempos de descanso, la desconexión 
laboral, entre otras garantías.

Que, por lo anterior se hace necesario facultar en forma excepcional y transitoria al 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) para vincular personal supernumerario y 
definir su régimen salarial aplicable, a fin de conformar y poner en funcionamiento las veinte 
(20) Defensorías de Familia que operarán por el término y en el ámbito territorial objeto del 
estado de conmoción interior declarado mediante el Decreto número 0062 de 2025.

Que en mérito de lo expuesto,
Decreta:

Artículo 1°. Vinculación personal supernumerario. Facúltese al Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar (ICBF), por el término de vigencia del estado de conmoción interior 
declarado mediante el Decreto número 0062 del 24 de enero de 2025 y las prórrogas que 
tengan lugar, para vincular ochenta (80) supernumerarios así: veinte (20) defensores de 
familia, veinte (20) nutricionistas, veinte (20) psicólogos y veinte (20) trabajadores sociales 
o profesionales en desarrollo familiar. Lo anterior, con el objeto de conformar y organizar 
mediante resolución suscrita por su representante legal o por quien este delegue, veinte (20) 
Defensorías de Familia que prestarán sus servicios dentro del ámbito territorial determinado 
en el decreto que declaró el estado de excepción.

Parágrafo. El tiempo de vinculación del personal supernumerario a que se refiere 
el presente artículo, no podrá exceder la vigencia del estado de conmoción interior y las 
prórrogas que tengan lugar.

Artículo 2°. Remuneración. El personal supernumerario al que se refiere el artículo 
primero del presente decreto percibirá la asignación básica mensual, las prestaciones sociales 
y demás emolumentos establecidos para los empleados públicos del Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar (ICBF), según la escala salarial y la nomenclatura que rige para la 
Institución.

Artículo 3°. Los gastos generados por la vinculación del personal supernumerario al que 
se refiere el artículo primero del presente decreto, se realizarán con cargo a la apropiación en 
el presupuesto del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) para la vigencia 2025.

Artículo 4°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado a 8 de abril de 2025.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Ministro del Interior,

Armando Benedetti Villaneda.

La Directora de Asuntos Políticos Multilaterales, encargada de las Funciones del 
Despacho de la Ministra de Relaciones Exteriores,

Adriana del Rosario Mendoza Agudelo.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Germán Ávila Plazas.
La Ministra de Justicia y del Derecho,

Ángela María Buitrago Ruiz.
El Ministro de Defensa Nacional,

Pedro Arnulfo Sánchez Suárez.
La Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural,

Martha Viviana Carvajalino Villegas.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez.
El Ministro de Trabajo,

Antonio Eresmid Sangino Páez.
EL Ministro de Minas y Energías,

Edwin Palma Egea.
La Superintendente de Industria y Comercio, encargada del empleo de Ministro de 

Comercio, Industria y Turismo,
Cielo Elainne Rusinque Urrego.

El Ministro de Educación Nacional,
José Daniel Rojas Medellín.

La Ministra de Ambiente y Desarrollo Sostenible,
Lena Yanira Estrada Añozaki.

La Ministra de Vivienda, Ciudad y Territorio,
Helga María Rivas Ardila.
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El Ministro de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones,
Julián Molina Gómez.

La Ministra de Transporte,
María Fernanda Rojas Mantilla.

La Ministra de las Culturas, las Artes y los Saberes,
Yanai Kadamani Fonrodona.

La Ministra del Transporte,
Patricia Duque Cruz.

La Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación,
Ángela Yesenia Olaya Requene.

El Ministro de Igualdad y Equidad,
Carlos Alfonso Rosero.

Superintendencias

Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO SSPD 20251000142585 DE 2025

(marzo 28)
por la cual se modifica el anexo técnico de la Resolución SSPD número 20161300013475 
del 19/05/2016, en lo referente al ítem Formulario único de clasificación contenido en el 
numeral 1 aspectos generales y se adiciona el mecanismo para la reclasificación de grupo 

NIF.
El Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios, en ejercicio de sus atribuciones 

Constitucionales y legales, y en especial de las que le confieren el numeral 4 del artículo 79 
de la Ley 142 de 1994, modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001, el artículo 10 
de la Ley 1314 de 2009 y el artículo 16 del Decreto número 1369 de 2020, y

CONSIDERANDO:
Que corresponde a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios (SSPD), 

de conformidad con lo dispuesto en los artículos 53 de la Ley 142 de 1994 y 14 de la Ley 
689 de 2001, establecer, administrar, mantener y operar el Sistema Único de Información 
(SUI), que se surtirá de la información proveniente de los prestadores de servicios públicos 
sujetos a su inspección, vigilancia y control.

Que el numeral 4 del artículo 79 de la Ley 142 de 1994, faculta a la SSPD, para 
establecer los sistemas uniformes de contabilidad que deben aplicar quienes presten 
servicios públicos, según la naturaleza del servicio y el monto de sus activos.

Que el numeral 22 del citado artículo, establece que corresponde a la SSPD, verificar 
la consistencia y calidad de la información que sirve de base para efectuar la evaluación 
permanente de la gestión y resultados de las personas prestadoras sometidas a su 
inspección, vigilancia y control, así como de aquella información del prestador que se 
encuentre contenida en el SUI.

Que de conformidad con lo dispuesto en la Resolución SSPD 321 de 2003, los 
prestadores de servicios públicos domiciliarios a que se refiere la Ley 142 de 1994, deben 
reportar la información a través del SUI.

Que el Congreso de la República, en ejercicio de su función legislativa, expidió la 
Ley 1314 de 2009, “por la cual se regulan los principios y normas de contabilidad e 
información financiera y de aseguramiento de información aceptados en Colombia, se 
señalan las autoridades competentes, el procedimiento para su expedición y se determinan 
las entidades responsables de vigilar su cumplimiento”.

Que el artículo 6° de la citada ley, estableció como autoridades de regulación y 
normalización técnica, a la Contaduría General de la Nación, en materia de contabilidad 
pública y a los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y de Comercio, Industria 
y Turismo, quienes, obrando conjuntamente, deben expedir principios, normas, 
interpretaciones y guías de contabilidad e información financiera, y de aseguramiento de 
información.

Que el artículo 10 de la ley en referencia, señala que corresponde a las autoridades 
de supervisión, vigilar que los entes económicos sujetos a su inspección, vigilancia y 
control, así como sus administradores, funcionarios y profesionales de aseguramiento 
de la información, cumplan con las normas en materia de contabilidad, de información 
financiera y de aseguramiento de la información.

Que el artículo 12 de la misma norma, determina que las autoridades con competencia 
sobre entes privados o públicos deberán garantizar que las normas de contabilidad, de 
información financiera y de aseguramiento de la información de quienes participen en un 
mismo sector económico, sean homogéneas, consistentes y comparables.

Que mediante los Decretos Reglamentarios de la Ley 1314 de 20091, se establecieron 
los criterios para que los preparadores de información financiera, se clasifiquen en diferentes 
grupos de acuerdo con sus características.

Que la Contaduría General de la Nación expidió las Resoluciones números 414 de 2014, 
533 de 2015 y 037 de 2017 junto con sus modificatorias, incorporando en el régimen de 
Contabilidad Pública los nuevos marcos normativos aplicables por las entidades de naturaleza 
jurídica pública y mixta, sujetas a su ámbito.

Que el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, expidió las Normas de Contabilidad, 
de Información Financiera y de Aseguramiento de la información, mediante el Decreto 
número 2420 de 2015 y todas sus modificatorias, aplicable a todas las entidades privadas 
sujetas a su ámbito.

Que se hace necesario establecer un nuevo formulario que le permita a los vigilados 
informar los cambios de Grupo NIF, derivados de modificaciones en sus características que 
los obliguen a aplicar un Marco Normativo Contable diferente al aplicado desde el proceso de 
Convergencia a Nuevos Marcos Normativos Contables y actualizar el Formulario Único de 
Clasificación establecido en la Resolución SSPD número 20161300013475 del 19/05/2016.

Que en atención a lo establecido en el artículo 8° de la Ley 1437 de 2011, y la Resolución 
SSPD número 20181300015945 de 2018, se publicó el presente proyecto de resolución en 
la página web de la entidad, con el objeto de recibir opiniones, sugerencias o propuestas 
alternativas al contenido de la misma, otorgándose un término de quince (15) días calendario 
para ello. Al finalizar dicho término no se recibieron observaciones por parte de los agentes 
del sector.

Que, por lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Modificación del anexo técnico de la Resolución SSPD número 
20161300013475 del 19/05/2016: Modificar el anexo técnico de la Resolución SSPD número 
20161300013475 del 19/05/2016, en lo referente al ítem Formulario único de clasificación 
contenido en el numeral 1. aspectos generales, unificando los nombres de los grupos según 
el marco normativo y eliminando el campo de Adopción Anticipada como se detalla en el 
anexo de la presente resolución.  Los demás aspectos del anexo que no sufran modificaciones 
permanecerán vigentes. 

Artículo 2°. Adicionar el Mecanismo para la Reclasificación NIF al anexo técnico 
de la Resolución SSPD número 20161300013475 del 19/05/2016: Crear el Formulario 
Reclasificación Grupo NIF, adicionando el numeral 9 al anexo técnico de la presente 
resolución, conforme a lo establecido en el artículo décimo segundo de la Resolución SSPD 
número 20161300013475 del 19/05/2016, relacionada con la reclasificación de grupo NIF.

Artículo 3°. Plazo de reporte. Los prestadores de los servicios públicos domiciliarios 
deberán reportar la información requerida en la presente resolución, de acuerdo con las 
fechas definidas en el anexo técnico de la misma.

Artículo 4°. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la publicación en el Diario 
Oficial y deroga todas las normas que le sean contrarias.

Comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., 28 de marzo de 2025.
El Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios,

Yanod Márquez Aldana.
ANEXO TÉCNICO

1.1.	 FORMULARIO ÚNICO DE CLASIFICACIÓN.
Adicional al requerimiento de información financiera en taxonomía XBRL, se ha 

diseñado un formulario que permitirá certificar el en SUI, la clasificación según los nuevos 
marcos normativos, de los Prestadores de Servicios Públicos Domiciliarios (PSPD), cuya 
fecha de inicio de operación registrada en el RUPS, sea posterior al 31 de diciembre de 
2013 y que no hayan realizado su clasificación en los formularios de Información General, 
contenidos en las Resoluciones SSPD número 20141300033795 de 2014 o SSPD número 
20151300020385 de 2015.

Por su parte, los PSPD cuya fecha de inicio de operaciones sea anterior al 1° de enero de 
2014, debieron realizar su clasificación en los formularios de información General contenidos 
en las Resoluciones en las Resoluciones SSPD número 20141300033795 de 2014 o SSPD 
número 20151300020385 de 2015, este formulario no les será habilitado. En caso de no 
haberse clasificado deben hacerlo y continuar con el proceso de reporte de información bajo 
nuevos marcos normativos.

Estructura del Formulario Único de Clasificación

Clasificación

Grupo 1 (NIF Plenas) 
Grupo 2 (NIF para Pymes) 

Grupo 3 (Contabilidad Simplificada) 
Resolución número 533 de 2015
Resolución número 414 de 2014

Tipo de reporte
Individual
Separado

Consolidado

1	  	 Decretos números 2784 y 2706 de 2012, 3019, 3022 y 3024 de 2013,2129 de 2014 y 2548 de 
2024. 
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